
En su habitual sesión de los días jueves, esta
semana, el Comité Penal del Consejo de Defen-
sa del Estado (CDE) analizará la eventual
presentación de acciones penales, como quere-
llas, en el marco del denominado caso Monsal-
ve, que involucra al exsubsecretario del Inte-
rior, denunciado por violación, pero en cuyo
desarrollo, además, han surgido aristas distin-
tas a las de delitos sexuales, como las de even-
tual obstrucción a la investigación e infraccio-
nes a la Ley de Inteligencia.

Lo anterior, principalmente a partir de las
gestiones que la exautoridad encargó a fun-
cionarios de Inteligencia de la Policía de In-
vestigaciones (PDI) días antes de ser denun-
ciado por una subalterna, y por las cuales
incluso fue llamada a “retiro absoluto” la jefa
nacional de dicha unidad, Cristina Vilches.
Estas actuaciones incluyeron el levantamiento
de cámaras de los lugares donde Monsalve
estuvo el 22 y 23 de septiembre con la vícti-
ma, además de la revisión de su teléfono, e
incluso una visita al departamento de la de-
nunciante por parte de detectives.

Fue el propio Gobierno el que, a través de un
oficio, solicitó al CDE que evalúe intervenir en la
causa, mediante la presentación de las acciones
penales que correspondan. Desde la institución,
no obstante, aseguran que el análisis de even-
tuales querellas no solo incluye al exsubsecreta-
rio Monsalve, sino que también a cualquier
trabajador público que pueda haber cometido un

delito en el marco del caso, lo que incluye a
autoridades y funcionarios de Gobierno, así
como también a integrantes de la Policía de
Investigaciones e incluso Carabineros.

Con todo, y dado el carácter secreto de la
investigación, en el CDE apuntan que, de
momento, no cuentan con una gran cantidad
de antecedentes, pero que esperan el jueves
disponer de más. De todas formas, los prime-
ros pasos del organismo estarían orientados a
posibles ilícitos relacionados con impedir el
normal funcionamiento de la investigación,
así como también a un uso indebido de la Ley
de Inteligencia.

Pese a lo anterior, a fines de octubre, el
propio presidente de la entidad, Raúl Letelier,
manifestó en CNN que “hay delitos comunes
(como los sexuales) que se cometen en el con-
texto de una relación funcionaria. Cuando eso es
así, eso es un delito que permite la intervención
del CDE”. Lo anterior da cuenta de que la ac-
tuación del organismo podría, de darse algunas
circunstancias, extenderse a los ilícitos de
violación y abuso sexual, por los cuales fue
denunciado Monsalve.

El subsecretario del Interior, Luis Cordero,
recordó ayer el carácter secreto de la investi-
gación: “Creo que es conveniente esperar que
el Consejo tenga la totalidad de los antece-
dentes para que ellos tomen la decisión”,
aunque agregó que “el Ejecutivo considera
que, si hay delitos funcionarios en este caso, el

Consejo debiera querellarse”.
Todo lo anterior, en un escenario marcado

por la inminente decisión de la Fiscalía Metro-
politana Centro Norte de solicitar la formaliza-
ción de la exautoridad de gobierno en el caso.
Según conocedores de la indagatoria que enca-
beza el fiscal regional de esa zona, Xavier Ar-
mendáriz, la petición se ejecutaría antes de fines
de este mes. Esto, ya que el órgano persecutor
ha logrado reunir una cantidad de pruebas que
sería suficiente para comunicar la indagatoria y
los cargos por los cuales se investiga al imputa-
do, las que incluyen imágenes, prendas de
vestir, testimonios y atenciones médicas parti-
culares que se realizó la víctima.

Admiten a trámite querella
contra Tohá

En paralelo, este lunes, el Séptimo Juzgado
de Garantía de Santiago admitió a trámite una
querella presentada por el diputado RN Andrés
Celis en contra del propio Monsalve, junto a la
ministra del Interior, Carolina Tohá; el director
de la PDI, Eduardo Cerna, y el exjefe de gabine-
te de Monsalve, Gabriel de la Fuente, a quienes
acusa del delito de obstrucción a la justicia.

Tras la decisión del tribunal, el legislador
sostuvo que “Chile debe saber todo lo que está
en los teléfonos de Monsalve, De la Fuente,
Cerna y Tohá, porque es muy posible que el
escándalo sea mayor aún”.

CDE analizará el jueves eventual presentación de querella en caso
Monsalve, aunque sigue a la espera de mayores antecedentes 

Durante la
audiencia de
cautela de
garantías, el
23 de octubre,
la fiscalía co-
municó varios
de los antece-
dentes que
maneja respec-
to de Manuel
Monsalve.IMAGEN DE VIDEO

Quien se hubiera dado una
vuelta ayer por los pasillos de la
Corte Suprema habría visto có-
mo ministros caminaban con
tranquilidad ante la escasa pre-
sencia de cámaras y fotógrafos.
Algo completamente distinto a
lo ocurrido en las semanas y me-
ses anteriores, cuando era nor-
mal ver a los jueces incómodos
en medio de una de las mayores
crisis que ha vivido el Poder Ju-
dicial, a raíz de los casos “What-
sApps” y Audio, así como de la
denuncia de la inmobiliaria Fun-
damenta. 

Un escenario que acabó se-
llando la salida de dos de sus mi-
nistros, Ángela Vivanco y Sergio
Muñoz, pero que también signi-
ficó reproches éticos a los magis-
trados María Teresa Letelier y
Jean Pierre Matus, y la reciente
apertura de sumarios contra sus
pares Mario Carroza y Manuel
Antonio Valderrama, quienes
instaron por estas indagatorias,
luego que la semana pasada se
supiera que intercambiaron
mensajes con el penalista Luis
Hermosilla, según su hermano y
defensor, Juan Pablo. 

Los temas de esos chats: nom-
bramientos y causas judiciales,
en el caso de Carroza; y causas
judiciales, en el de Valderrama.

n Informe de Fundamenta:
el origen

La Corte Suprema ya había
dicho que estaría preparada si
aparecían nuevos magistrados
asociados a chats con Hermosi-
lla, por lo que estos últimos ca-
sos no provocaron gran sorpre-
sa en el segundo piso del Palacio
de Tribunales, que alberga al
máximo tribunal. Pero, sí lo hizo
que el domingo, cerca de las
23:00 horas, el exjuez Sergio
Muñoz, destituido a mediados
de octubre por el Congreso, in-
gresara un recurso de protec-
ción ante la Corte de Apelacio-
nes de Santiago, dirigido contra
prácticamente todo el Pleno. 

Algunos supremos pensaron
de inmediato que preparaba el
camino, recabando anteceden-
tes, para una eventual presenta-
ción ante tribunales internacio-

nales; otros, que el movimiento
parecía un poco tardío.

Los abogados Ciro Colomba-
ra y Aldo Díaz, quienes repre-

sentan a Muñoz, recurrieron
contra la decisión de sus expa-
res, quienes integrando el Ple-
no le negaron acceder al infor-

me de la Comisión de Ética, re-
lativo a la investigación en su
contra. En concreto, la acción se
dirige contra el presidente de la
Corte Suprema, Ricardo Blan-
co, y los ministros Gloria Ana
Chevesich, Arturo Prado, Mau-
ricio Silva, María Angélica Re-
petto, Leopoldo Llanos, Adelita
Ravanales, Mario Carroza, Ma-
ría Teresa Letelier, Jean Pierre
Matus, María Cristina Gajardo,
Diego Simpértigue, María Sole-
dad Melo, Jessica González y
Mireya López.

Fue a fines de julio pasado que
la instancia ética abrió una inda-
gatoria a quien fuera el presi-
dente de la Tercera Sala (Consti-
tucional) de la Corte Suprema,
luego que la inmobiliaria Funda-
menta, representada por el abo-
gado Marco Antonio Fuentes, lo
denunciara atribuyéndole anti-
cipar parte de un fallo, cuyo con-
tenido podría tener efectos pa-

trimoniales para su hija, la jueza
Graciel Muñoz.

El caso, dada la destitución de
Muñoz por el Congreso, quedó
archivado, sin embargo, se espe-
raba que fuera favorable al ex-
juez. Es por eso, entre otras razo-
nes, que entre algunos de sus ex-
compañeros se piensa que el in-
forme le serviría de insumo si
acude a alguna instancia inter-
nacional.

n Un “acto ilegal” y “arbi-
trario”

Para los abogados de Muñoz,
negar el acceso al informe es un
acto ilegal, pues “se sustenta en
un auto acordado —el Acta N°
262/2017— a través del cual la
Excma. Corte Suprema —ac-
tuando fuera de sus competen-
cias y en vulneración de los artí-
culos 6 y 7 de la CPR (Constitu-
ción Política de la República)—
reguló improcedentemente ma-

terias de ley, estas son: la reser-
va o secreto de los actos de los
órganos del Estado, infringien-
do el principio de publicidad de
los actos de los órganos del Es-
tado establecido en el artículo 8
de la CPR”.

Y añaden que, “además de ser
ilegal, el acto recurrido es arbi-
trario, dado que el acceso a cono-
cer los antecedentes y determi-
naciones que se adoptan en todo
procedimiento respecto de una
persona, conforme a las reglas
esenciales en un proceso justo,
no arbitrario y que cumpla con
las garantías del debido proceso,
corresponde que sea notificado
al afectado”.

Además, se incluye una orden
de no innovar para impedir la
destrucción del informe, des-
trucción que debería ocurrir a
los tres meses, según la regula-
ción de la Comisión de Ética.

Colombara y Díaz indicaron a
“El Mercurio” que el motivo pa-
ra este recurso es que “cualquier
persona que ha sido objeto de
una investigación tiene derecho
a conocer su contenido y resulta-
do. Se trata del ejercicio de un
derecho por un ciudadano”.

Si el recurso llega a la Supre-
ma, será difícil su vista, pues ten-
dría que ser revisado por un mi-
nistro que no hubiera estado en
el Pleno que le negó el acceso al
informe o solo por ministros su-
plentes.

La acción de Muñoz se cono-
ció justo el primer día de Gloria
Ana Chevesich como presidenta
subrogante del máximo tribu-
nal, debido a las vacaciones de
Blanco.

Hizo presentación ante la Corte de Santiago que apunta al Pleno del máximo tribunal:

Exjuez Muñoz recurre contra expares 
y pide informe de Comisión Ética, que
podría usarse en tribunales internacionales 

M. VEGA y C. CARVAJAL

Su abogado dice que solo desea conocer el contenido de la investigación en su contra,
pero entre algunos de quienes fueron sus compañeros en la Corte Suprema ven en la
acción una eventual preparación con miras a otras gestiones.

El recurso ante la Corte de Santiago es la primera acción del propio Ser-
gio Muñoz. Antes, solo terceros habían ingresado acciones a su favor, cues-
tionando la decisión del Congreso de destituirlo.
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“El acceso a conocer los antecedentes y
determinaciones que se adoptan en todo
procedimiento respecto de una persona,
conforme a las reglas esenciales en un proceso
justo, no arbitrario y que cumpla con las
garantías del debido proceso, corresponde que
sea notificado al afectado”.
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